El siguiente es el documento presentado por el Magistrado ponente que sirvió de base para proferir en audiencia la sentencia de segunda instancia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en el audio que reposa en la Secretaría.

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

Providencia:

Auto de 12 de diciembre de 2018
Radicación Nro:
66001-31-05-003-2018-00112-01

Proceso:

Ordinario Laboral  

Demandante:

Luz Bibiana Gómez Vargas
Demandados:

Colpensiones

Juzgado de origen:
Juzgado Tercero Laboral del Circuito 

Magistrado Ponente:
Julio César Salazar Muñoz

TEMAS:
INTERROGATORIO DE PARTE / NO PROCEDE POR CITACIÓN DE LA PROPIA PARTE INTERESADA EN DECLARAR / NI PUEDE UTILIZARSE PARA ADICIONAR EL RELATO FÁCTICO DE LA DEMANDA.
El tratadista Miguel Enrique Rojas Gómez en su obra “Lecciones de Derecho Procesal”, señala que la declaración de parte es la manifestación espontánea o provocada de las partes en diferentes oportunidades procesales, como lo son: “la narración expresada en la demanda y en la respectiva contestación, lo mismo que en la formulación de excepciones y en la respuesta a éstas,… etc.”, estos actos, llevan consigo una declaración rendida “por iniciativa propia de los hechos que interesan al proceso”.  Mientras que, según el mismo doctrinante, “la declaración provocada de la parte tiene lugar en virtud de la iniciativa del adversario o del juez, y consistente en el conjunto de respuestas que aquella suministre respecto del cuestionario que se le plantee”.

Como puede observarse, el anterior planteamiento precisa entonces que la declaración de parte no es, como lo entienden algunos litigantes, la posibilidad que tiene los contendores de solicitar su propio testimonio, no, el verdadero sentido de la norma es que se entienda que toda la manifestación que provenga de las partes en cualquier etapa procesal, bien sea de manera espontánea o provocada debe ser valorada por los operadores judiciales, con independencia de que produzca o no la confesión…
… posiciones más radicales como la del doctor Ramiro Bejarano, Director del Departamento de Derecho Procesal de la Universidad Externado de Colombia, señalan incluso que el hecho de que se haya excluído del artículo 198 del Código General del Proceso la frase “cualquiera de las partes podrá pedir la citación de la contraria”, no significa que se haya instalado allí la posibilidad de que la parte solicite su propio interrogatorio, pues para él, “Ni en la exposición de motivos del CGP, ni en las actas que reposan en el Instituto Colombiano de Derecho Procesal de la Comisión que elaboró ese estatuto, se advierte que la tesis de la declaración de la propia parte hubiese sido siquiera discutida. Si no lo fue, menos pudo haber quedado incluida por la vía del silencio o de la supresión de una frase”.
… si la parte actora no tuvo la precaución de incluir todos los aspectos que consideraba necesario para soportar los hechos de la demanda al momento de elaborar su demanda o durante el término de reforma de la misma, no puede ahora buscar la oportunidad para ello.  Las omisiones propias, como ya es sabido no pueden ser alegadas en beneficio propio, para obtener un alcance que no tiene la normatividad que regula la declaración de parte.
SALVAMENTO DE VOTO: DOCTORA ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

Las partes son quienes realmente conocen los pormenores del litigio y su exposición resulta fundamental para hacer la reconstrucción de los hechos; por lo tanto, con las preguntas y contrapreguntas que se les hace es factible llegar a conocer la verdad, toda vez que puede sobrevenir la confesión. No se trata, por ende, que cada uno defienda su posición en el interrogatorio, en realidad ello es apenas obvio desde la demanda hasta la sentencia, siendo la operadora u operador judicial a quien la corresponde valorar la prueba.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, doce de diciembre de dos mil dieciocho, siendo las ocho de la mañana, la Sala de Decisión Laboral No 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por la señora LUZ BIBIANA GÓMEZ VARGAS contra el auto de diez de septiembre de 2018 proferido por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito dentro del proceso que le promueve a Colpensiones, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-001-2018-00112-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende la señora Luz Bibiana Gómez Vargas que la justicia laboral declare que en su condición de cónyuge supérstite del señor José Joaquín Vargas Herrera tiene derecho a que se le reconozca la pensión de sobrevivientes y con base en ello aspira que se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar la prestación económica a partir del 7 de junio de 2017.

Narrados los hechos que fundamentan la anterior pretensión, la parte actora solicitó que se decretarán como pruebas, las documentales aportadas, los testimonios de Alba Luz Vargas, Ferdinando Durango, María Lesbia Aguirre Zapata y Alejandro Mejía Betancur, así como su declaración de parte.

Admitida la acción y vinculada a la litis Colpensiones, esta dio respuesta oportuna a la demanda, se fijó fecha para que tuviera lugar la audiencia de que trata el artículo 77 del CPT y SS.

Instalada la misma, el Juzgado, luego de superar las etapas de conciliación, de decisión de excepciones, saneamiento y fijación del litigio, procedió a decretar las pruebas solicitadas por las partes excepto la declaración de parte solicitada por la actora, ya que estima que el objeto de dicha prueba es lograr la confesión lo cual se hace de manera rogada e impuesta por la contraparte, por lo que resulta inconducente dicho medio de probatorio.
Inconforme con la decisión, la señora Luz Bibiana Gómez Vargas interpuso recurso de reposición y en subsidio el de apelación contra dicha negativa, pues considera que el artículo 165 del Código General del Proceso en concordancia con lo dispuesto en los artículos 191 y 198, permite la solicitud y práctica del interrogatorio a la parte que la solicita, dejando al juez el análisis de la misma en cuento a la confesión que se realice.

Frente al recurso de reposición, ninguna variación sufrió la decisión, dado que consideró la funcionaria que en los casos contenciosos, donde se debate las afirmaciones que plantea la actora en su demanda, respecto a la condición de beneficiaria del causante, es claro que la prueba idónea para controvertir tales manifestaciones es el interrogatorio de parte cuya práctica podría generar la confesión, pero que por sus características es evidente que debe ser provocada, lo que implica que es la contraparte la legitimada para pedir su decreto.
El recurso de apelación interpuesto fue concedido en el efecto devolutivo y remitido a esta Corporación para decidir lo pertinente.

CONSIDERACIONES:

Problema jurídico

¿Puede la parte actora solicitar como prueba que se recepcione su declaración?
Para resolver el problema jurídico que se plantea dentro del presente proceso se analizará el siguiente tema jurídico.

1. DECLARACIÓN DE PARTE Y CONFESIÓN.

El artículo 191 del Código General del proceso establece los requisitos de la confesión, señalando en el numeral 3º que la misma debe versar sobre los hechos que produzcan consecuencias jurídicas adversas al confesante o que favorezcan a la parte contraria, precisando además, en el numeral 6º que “La simple declaración de parte ser valorará por el juez de acuerdo con las reglas generales de apreciación de las pruebas”.  

El tratadista Miguel Enrique Rojas Gómez en su obra “Lecciones de Derecho Procesal”, señala que la declaración de parte es la manifestación espontánea o provocada de las partes en diferentes oportunidades procesales, como lo son: “la narración expresada en la demanda y en la respectiva contestación, lo mismo que en la formulación de excepciones y en la respuesta a éstas, en el acto con el que se promueve un incidente y en el pronunciamiento del adversario respecto a él, en la oposición a la entrega o al secuestro, etc.”, estos actos, llevan consigo una declaración rendida “por iniciativa propia de los hechos que interesan al proceso”.  Mientras que, según el mismo doctrinante, “la declaración provocada de la parte tiene lugar en virtud de la iniciativa del adversario o del juez, y consistente en el conjunto de respuestas que aquella suministre respecto del cuestionario que se le plantee”.

Como puede observarse, el anterior planteamiento precisa entonces que la declaración de parte no es, como lo entienden algunos litigantes, la posibilidad que tiene los contendores de solicitar su propio testimonio, no, el verdadero sentido de la norma es que se entienda que toda la manifestación que provenga de las partes en cualquier etapa procesal, bien sea de manera espontánea o provocada debe ser valorada por los operadores judiciales, con independencia de que produzca o no la confesión, pues el mismo artículo 191 del Código General del Proceso consagra que “la simple declaración de partes se valorará por el juez de acuerdo con las reglas generales de apreciación de las pruebas”.

Sobre el tema, explica el doctor Rojas Gómez que “En cualquier caso, las declaraciones de parte, entregadas dentro o fuera del proceso, merece especial atención, no sólo por la riqueza de contenido que suele exhibir, sino también por la confiabilidad que a menudo ofrece la información que pueda militar en contra del mismo declarante. Claro está que ningún mérito probatorio puede atribuirse a la narración que la parte haga en su exclusivo beneficio”.

No sobra precisar que la comparecencia de una de las partes a rendir declaración por solicitud de su contendor, se rige por las regulaciones previstas en el artículo 198 y siguientes de la misma obra, que regulan el interrogatorio de parte.

Ahora, posiciones más radicales como la del doctor Ramiro Bejarano, Director del Departamento de Derecho Procesal de la Universidad Externado de Colombia, señalan incluso que el hecho de que se haya excluído del artículo 198 del Código General del Proceso la frase “cualquiera de las partes podrá pedir la citación de la contraria”, no significa que se haya instalado allí la posibilidad de que la parte solicite su propio interrogatorio, pues para él, “Ni en la exposición de motivos del CGP, ni en las actas que reposan en el Instituto Colombiano de Derecho Procesal de la Comisión que elaboró ese estatuto, se advierte que la tesis de la declaración de la propia parte hubiese sido siquiera discutida. Si no lo fue, menos pudo haber quedado incluida por la vía del silencio o de la supresión de una frase”.
Indica dicho tratadista que quienes sostienen la teoría contraria acuden al Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José) y la Declaración de los Derechos Humanos, que consagran el derecho de una parte a ser “oída públicamente”, lo cual  de manera alguna puede significar que sea posible pedir la declaración de la propia parte, es más, considera que “ese derecho”, es decir, ser oído públicamente “existía en vigencia del CPC, pues la audiencia de recepción del interrogatorio de parte se hacía en audiencia pública a los ojos de la ciudadanía. Lo que sorprende es que ahora se invoquen los derechos humanos para sacar avante esta tesis, cuando durante los 45 años de vigencia del CPC a ninguno de los muy autorizados tratadistas de pruebas se le ocurrió sostener que ese estatuto violaba los derechos humanos al no autorizar la declaración a solicitud de la propia parte”.

 

También sostiene que no debe perderse de vista  “un detalle que seguramente no han advertido los defensores de la tesis de la declaración a instancias de la propia parte, que es contundente. En efecto, si fuese cierto que la supresión de la expresión “cualquiera de las partes podrá pedir la citación de la contraria” significa que la parte puede pedir su propia declaración, no se entiende, entonces, la razón por la cual el artículo 184 del CGP, al regular lo relativo al interrogatorio de parte extraprocesal, previó que “quien pretenda demandar o tema que se le demanda podrá pedir por una sola vez, que su presunta contraparte conteste el interrogatorio que le formule sobre hechos que han de ser materia del proceso”.

 

Es decir, tan no es cierto que el CGP haya autorizado a la parte a pedir su propia declaración en el curso de un proceso, que al regular el decreto de la misma prueba en el escenario extraprocesal, expresamente se previó que puede solicitarla una parte, pero solamente respecto de “su presunta contraparte”. (página web de Ámbito Jurídico, publicado el 11 de octubre de 2017)

Ahora, respecto a la posibilidad de escuchar a las partes, debe recordarse que en materia procesal laboral, el juez de conformidad con el artículo 48 del CPT y S.S., no sólo es el director de proceso sino que conforme al artículo 59, goza de la facultad, si lo considera necesario, de interrogar a las partes.

2. CASO CONCRETO 

La parte actora se duele de la negativa del juzgado de conocimiento de decretar la declaración de parte solicitada como medio probatorio, para que sea recibido su testimonio, con el fin de indicar aspectos relacionados con el fundamento fáctico que soporta la acción, dado que el artículo 165 del Código General del Proceso en armonía con lo dispuesto en  los 191 y 196 de la misma codificación, así lo permite.
Como ya se dijo con antelación, la posibilidad de que el promotor de la litis rinda su declaración en el juicio, se da única y exclusivamente si el adversario o el juez solicitan el interrogatorio de parte en aras de obtener una confesión, ciñéndose a los postulados del artículo 202 del Código General del Proceso, en el que no se prevé la declaración espontánea como parte del interrogatorio, sino la respuesta concreta y sin evasivas de las preguntas que serán formuladas por la contraparte.

Por lo demás, si la parte actora no tuvo la precaución de incluir todos los aspectos que consideraba necesario para soportar los hechos de la demanda al momento de elaborar su demanda o durante el término de reforma de la misma, no puede ahora buscar la oportunidad para ello.  Las omisiones propias, como ya es sabido no pueden ser alegadas en beneficio propio, para obtener un alcance que no tiene la normatividad que regula la declaración de parte.

En otras palabras, el relato de los hechos que interesan al proceso debe hacerse en la demanda o su reforma y en la contestación de esta, sin que sea posible diferir tal acto a las etapas posteriores, pues ello, podría llegar incluso a vulnerar el derecho de defensa de la contraparte, quien frente a la nueva declaración de hechos podría quedar sin oportunidad alguna de contraprobar.

En ese sentido, razón le asistió al juzgado de conocimiento en negar el decreto de la práctica de la declaración de parte solicitada por la señora Luz Bibiana Gómez Vargas, por lo tanto, la decisión de primer grado será confirmada.

Costas en esta instancia a cargo de la parte recurrente en un 100%.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral No 3º del Tribunal Superior de Pereira,

RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR el auto proferido por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el 10 de septiembre de 2018.

SEGUNDO. CONDENAR en costas en esta instancia a la parte recurrente en un 100%.

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto dela presente audiencia se levante y firma esta acta por quienes en ella han intervenido.

Quienes integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES      ANA LUCÍA CAICEDO CALDERON
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SALVAMENTO DE VOTO

Con mi acostumbrado respeto, manifiesto mi inconformidad frente a la decisión mayoritaria por las siguientes razones:

1. Las pruebas no pueden ser un privilegio para una de las partes, por ello, con el fin de que ninguna de ellas se guarde un as bajo la manga, el Código General del Proceso trajo más transparencia en su petición y práctica, estableciendo como obligación de las Juezas y Jueces interrogar a las partes en la primera audiencia a efectos de fijar el litigio.

2. Las partes son quienes realmente conocen los pormenores del litigio y su exposición resulta fundamental para hacer la reconstrucción de los hechos; por lo tanto, con las preguntas y contrapreguntas que se les hace es factible llegar a conocer la verdad, toda vez que puede sobrevenir la confesión. No se trata, por ende, que cada uno defienda su posición en el interrogatorio, en realidad ello es apenas obvio desde la demanda hasta la sentencia, siendo la operadora u operador judicial a quien la corresponde valorar la prueba. 

3. Por otra parte, no es cierto que en un interrogatorio se sorprenda a la parte con nuevos hechos, porque si ello llegara a suceder en realidad lo que queda en evidencia es que no se dijo toda la verdad en la demanda o en la contestación, y tal circunstancia a quien perjudica es al interrogado y no a la contraparte. 

4. Disiento de los doctrinantes citados en la providencia proferida en esta sede, pues las pruebas son del proceso y resulta indiferente quien las pida o si se decretan de oficio, de manera que su tesis es retrograda y no se compadece con los tiempos actuales ni con el objetivo del proceso, que es conocer la verdad real y no la meramente procesal.

Por lo anterior, considero que debió revocarse el auto objeto de censura y decretarse la prueba, misma que incluso puede ser en perjuicio de la propia parte.

En estos breves términos sustento mi salvamento de voto.

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

Magistrada
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